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DESPLAZADOS

1.	 ASPECTOS GENERALES 

La Corte IDH ha tratado aspectos generales relacionados con la situación en que se encuentran las personas 
desplazadas en la región. Específicamente, ha señalado que el desplazamiento es una violación continua y múltiple 
de derechos humanos y ha destacado la situación de vulnerabilidad en que se encuentra la población desplazada. En 
conjunto con esto, ha indicado las obligaciones que tiene el Estado respecto a la población desplazada de  garantizar 
su retorno.

1.1 	 Concepto de desplazamiento

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 20061

214.	 La Corte debe enfatizar que Colombia, al enfrentar dicha problemática de desplazamiento interno, ha adoptado 
una serie de medidas a nivel legislativo, administrativo y judicial, incluyendo múltiples leyes, decretos, 
documentos del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), resoluciones y directivas 
presidenciales […]. La ley 387 de 18 de julio de 1997, por ejemplo, estableció mecanismos para registrar y 
prestar atención de emergencia a la población desplazada. Sin embargo, este Tribunal coincide con el criterio 
establecido por la Corte Constitucional Colombiana, en el sentido de que “no es el registro formal ante los 
entes gubernamentales lo que le da el carácter de desplazado a un individuo, sino el mero hecho de haberse 
visto compelido a abandonar el lugar de residencia habitual”. En este sentido, dicha Corte Constitucional ha 
declarado “la existencia de un estado de cosas inconstitucional en la situación de la población desplazada debido 
a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos reconocidos constitucionalmente 
y desarrollados por la ley, de un lado, y el volumen de recursos efectivamente destinados a asegurar el goce 
efectivo de tales derechos y la capacidad institucional para implementar los correspondientes mandatos 
constitucionales y legales, de otro lado”2.

Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 20103

140.	 Al respecto, el Tribunal ha considerado que los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de las 
Naciones Unidas resultan particularmente relevantes para determinar el contenido y alcance del artículo 22 de 
la Convención Americana, los cuales definen que “se entiende por desplazados internos las personas o grupos 
de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia 
habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de 
violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos [...], y que no han cruzado una frontera 
estatal internacionalmente reconocida”4. En el mismo sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 20125, párr.173 

1	 Los hechos del presente caso se contextualizan en el municipio de Ituango, donde la incursión de grupos armados disidentes en la zona generó un 
incremento de la actividad de las estructuras denominadas paramilitares o de “autodefensa”, así como una mayor presencia del Ejército Nacional. El 11 
de junio de 1996 cerca de 22 miembros de un grupo paramilitar se dirigieron al corregimiento de La Granja, Ituango, donde asesinaron a un grupo de 
pobladores. A pesar de los recursos judiciales interpuestos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. Asimismo, 
entre los días 22 de octubre y 12 de noviembre del año 1997 tuvo lugar otra incursión paramilitar en el corregimiento de El Aro. 30 hombres armados 
torturaron y asesinaron a un grupo de pobladores. Adicionalmente el grupo paramilitar obligó y forzó, bajo amenaza de muerte, a algunos residentes del 
área a arrear ganado robado durante varios días. Durante la incursión, los paramilitares sustrajeron entre 800 y 1.200 cabezas de ganado. Finalmente, 
antes de retirarse de El Aro, los paramilitares destruyeron e incendiaron gran parte de las casas. Algunos autores de los delitos fueron investigados y 
sancionados, en ausencia, en el marco de un proceso penal.

2	 Sentencia T025 de 22 de enero de 2004, emitida por la sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional (expediente de anexos al escrito de contestación 
de la demanda, Tomo III, Anexo 30, ff. 4363 a 4747hh).

3	 Los hechos del presente caso se refieren a Florencio Chitay Nech quien era un indígena maya. En el año 1973 el señor Chitay Nech se unió a movimientos 
campesinos de la región e inició su participación política afiliándose al partido Democracia Cristiana. En el año 1977 el partido Democracia Cristiana 
presentó al señor Chitay Nech como candidato a Concejal en la contienda electoral municipal de San Martín Jilotepeque y resultó electo. Como 
consecuencia de la desaparición forzada del entonces Alcalde del Municipio, el señor Chitay Nech asumió la responsabilidad de la Alcaldía. Desde 
junio de 1980 recibió diversas amenazas y hostigamientos. El 1 de abril de 1981 Florencio Chitay Nech salió de su vivienda en la ciudad de Guatemala 
acompañado de su hijo Estermerio Chitay. Frente a una tienda, un grupo de hombres armados se bajaron de un vehículo, golpearon al señor Chitay Nech 
en la cabeza y lo introdujeron en el automóvil. Desde entonces Florencio Chitay Nech se encuentra desaparecido. A pesar de haberse interpuesto una 
serie de recursos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. 

4	 Comisión de Derechos Humanos, Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas, E/CN.4/1998/53/Add.2 de 11 de febrero 
de 1998, párr. 2. AG/RES. 2508 (XXXIX-O/09) “Desplazados Internos”, Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2009, punto 
resolutivo 2 (disponible en: www.oas.org/dil/esp/AG-RES_2508-2009.doc). 

5	 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del conflicto armado interno en Guatemala, entre 1962 y 1996. La Comisión de Esclarecimiento 
Histórico estableció que se cometieron múltiples violaciones de derechos humanos. En ese contexto, se realizaron una serie de masacres que son objeto 
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1.2	 El desplazamiento forzado como violación continua a los derechos humanos

Caso de la Comunidad Moiwana vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de junio de 20056

108. Los hechos probados establecen que los miembros de la comunidad residían en la aldea de Moiwana, y que
esta aldea y sus tierras tradicionales circundantes no han sido habitadas desde los hechos del 29 de noviembre
de 1986 […].  A la fecha de la presente Sentencia, los miembros de la comunidad continúan desplazados
internamente en Suriname o viven como refugiados en la Guyana Francesa […].  En razón de ello, el Tribunal
puede ejercer su competencia sobre el desplazamiento continuo de la comunidad, el cual –a pesar de que
inicialmente se produjo por el ataque de 1986 – constituye una situación que persistió después de que el Estado
reconoció la competencia del Tribunal en 1987 y se mantiene hasta el presente.

Caso de las Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 4 de septiembre de 2012

178. Como fue establecido anteriormente […], los miembros de la comunidad de Río Negro se vieron obligados
a huir de sus tierras ancestrales a partir de las masacres perpetradas en su contra en los años 1980 y 1982.
Asimismo, el Tribunal ha acreditado que la mayoría de las personas que sobrevivieron las referidas masacres
y la posterior persecución por parte del Estado fueron reasentadas por el gobierno, como el mismo Estado
lo reconoció […], en la colonia de Pacux, donde residen actualmente. En razón de ello, el Tribunal puede
ejercer su competencia sobre el presunto desplazamiento continuo de la comunidad, el cual, a pesar de que
se inició antes del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, constituye una situación que
presuntamente persiste hasta la fecha.

del caso. Las masacres que involucran el presente caso son las del 04 de marzo de 1980 en la capilla de Río Negro, la masacre de 13 de febrero de 1982 en 
la Aldea de Xococ, la de 13 de marzo de 1982 en el Cerro de Pacoxom, la de 14 de mayo de 1982 en “Los Encuentros” y la masacre del 14 de septiembre 
de 1982 en “Agua Fría”. 
El 04 de marzo de 1980 fueron ejecutados siete líderes de la comunidad Río Negro, otros dos líderes fueron también ejecutados ese mismo día. El 13 
de febrero de 1982 aproximadamente 70 personas, entre hombres, mujeres y niños, de la comunidad de Río Negro fueron trasladadas a Xococ, de las 
cuales solo regresaron 2 personas a Río Negro. El 13 de marzo del mismo año, los patrulleros y soldados escarbaron una fosa y procedieron a matar a las 
personas de Río Negro que se encontraban presentes. Los cadáveres de las personas masacradas fueron lanzados a una quebrada cercana o a una fosa. 
Durante la masacre, los patrulleros y militares escogieron a 17 niños de la comunidad de Río Negro que fueron obligados a vivir con miembros de la 
Comunidad Xococ. 
En la masacre del 14 de mayo fueron asesinadas por lo menos 79 personas y luego el 14 de septiembre, 92 personas. Las personas que lograron escapar 
de las distintas masacres perpetradas se refugiaron en las montañas, algunos por años, despojados de todas sus pertenencias, durmiendo a la intemperie 
y moviéndose continuamente a fin de huir de los soldados y patrulleros que los perseguían aún después de las masacres. Además, los integrantes de la 
comunidad de Río Negro experimentaron severas dificultades para encontrar comida, a la vez que varios niños y adultos murieron de hambre pues el 
ejército y los patrulleros destruían los sembradíos que lograban tener. Algunas mujeres dieron a luz en la montaña, y sólo pudieron registrar a sus hijos 
tiempo después, con fechas y lugares de nacimiento falsos, para protegerlos. 
Al entrar en vigor una ley de amnistía del año 1983, algunos sobrevivientes de las masacres fueron reasentados por el gobierno en la colonia Pacux, 
ubicada detrás del destacamento militar de Rabinal. Sin embargo, continuó en dicho lugar. Al menos 289 sobrevivientes de las masacres de Río Negro aún 
residen en la colonia semiurbana de Pacux cuyas condiciones de vida en la colonia Pacux son precarias y las tierras no son adecuadas para la agricultura 
de subsistencia. Además, el reasentamiento implicó la pérdida de la relación que la comunidad tenía con su cultura, recursos naturales y propiedades y 
del idioma Maya Achí.

6	 Los hechos del presente caso se refieren a la comunidad N’djuka que está conformada por personas originarias del África que habitan en la zona oriental 
de Suriname desde el siglo XVII. Esta comunidad tiene su propio idioma e historia, así como tradiciones culturales y religiosas que la distinguen de 
las comunidades indígenas que habitan en el mismo territorio. La aldea de Moiwana fue fundada por clanes N’djuka a fines del siglo XIX. En 1986, 
el régimen militar de Desire Bouterse se enfrentó al grupo armado opositor conocido como el Jungle Commando. Cientos de indígenas fallecieron 
producto de las hostilidades entre ambos grupos. 
El 29 de noviembre de 1986 se efectuó una operación militar en la aldea de Moiwana. Agentes militares y sus colaboradores mataron al menos a 39 
miembros de la comunidad, entre los cuales había niños, mujeres y ancianos, e hirieron a otros. Asimismo, la operación quemó y destruyó la propiedad 
de la comunidad y forzó a los sobrevivientes a huir. Desde su huida de la aldea de Moiwana, los pobladores han sufrido condiciones de pobreza y no han 
podido practicar sus medios tradicionales de subsistencia. 
La aldea de Moiwana y sus tierras tradicionales circundantes quedaron abandonadas desde el ataque de 1986. A los miembros de la comunidad les ha 
sido imposible recuperar los restos de sus familiares que murieron durante el ataque. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los 
responsables de los hechos. 
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1.3	 El desplazamiento forzado como violación múltiple a los derechos humanos

Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 20057

186.	 En conclusión, la Corte observa que la situación de desplazamiento forzado interno que han enfrentado los 
familiares de las víctimas no puede ser desvinculada de las otras violaciones declaradas en la presente Sentencia. 
Las circunstancias del presente caso y la especial y compleja situación de vulnerabilidad que afecta a dichas 
personas, incluyen pero trascienden el contenido de la protección debida por los Estados en el marco del artículo 
22 de la Convención. En efecto, el desplazamiento de esos familiares tiene origen en la desprotección sufrida 
durante la masacre y revela sus efectos en las violaciones a su integridad personal […]  y en las consecuencias de 
las faltas al deber de investigar los hechos, que han derivado en impunidad parcial […]. Además, fue analizada 
la violación del artículo 19 de dicho instrumento por la desprotección a que se han visto sometidos quienes 
eran niños y niñas al momento de ser desplazados o mantienen esa condición actualmente […]. El conjunto 
de estos elementos llevan al Tribunal a considerar que, más allá del contenido normativo del artículo 22 de la 
Convención, la situación de desplazamiento analizada también ha afectado el derecho de los familiares de las 
víctimas a una vida digna, en relación con el incumplimiento de las obligaciones de respeto y garantía de los 
derechos consagrados en esas normas.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006 

212.	 La vulnerabilidad acentuada de los desplazados es reforzada por su proveniencia rural y, en general, afecta 
con especial fuerza a mujeres, quienes son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población 
desplazada. La crisis del desplazamiento interno provoca a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos 
de desplazados internos se convierten en un nuevo foco o recurso de reclutamiento para los propios grupos 
paramilitares, de narcotráfico y de la guerrilla. 

213.	 Asimismo, dentro de los efectos nocivos que provoca el desplazamiento forzado interno, se han destacado 
la pérdida de la tierra y de la vivienda, la marginación, graves repercusiones psicológicas, el desempleo, el 
empobrecimiento y el deterioro de las condiciones de vida, el incremento de las enfermedades y de la mortalidad, 
la pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, la inseguridad alimentaria y la desarticulación social.  

234.	 En este sentido, la Corte observa que la situación de desplazamiento forzado interno que han enfrentado 
las víctimas en el presente caso no puede ser desvinculada de las otras violaciones declaradas en la presente 
Sentencia. Las circunstancias del presente caso y la especial y compleja situación de vulnerabilidad que afecta a 
dichas personas, incluyen pero trascienden el contenido de la protección debida por los Estados en el marco del 
artículo 22 de la Convención. En efecto, el desplazamiento tiene origen en la desprotección sufrida durante las 
masacres, no sólo a raíz de las violaciones al derecho a la vida (artículo 4 de la Convención) […], a la integridad 
personal (artículo 5 de la Convención) […]  y a la libertad personal (artículo 7 de la Convención) […], sino 
también por la destrucción del ganado y las viviendas, en violación de los derechos a la propiedad privada 
(artículo 21 de la Convención) […]  y respeto a la vida privada y al domicilio (artículo 11.2 de la Convención) 
[…]. El conjunto de estos derechos vulnerados llevan al Tribunal a considerar que, más allá del contenido 
normativo del artículo 22 de la Convención, la situación de desplazamiento analizada también ha afectado el 
derecho de las víctimas y sus familiares a una vida digna, en los términos anteriormente señalados, en relación 
con el incumplimiento de las obligaciones de respeto y garantía de los derechos consagrados en esas normas.

1.4	 Situación de vulnerabilidad acentuada en que se encuentran las personas desplazadas y 
obligaciones del Estado

Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005

175.	 Los motivos y las manifestaciones de la vulnerabilidad acentuada en los desplazados han sido caracterizados 
desde diversas perspectivas. Dicha vulnerabilidad es reforzada por su proveniencia rural y, en general, afecta 

7	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 12 de julio de 1997 cuando un centenar de miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) 
aterrizaron en el aeropuerto de San José de Guaviare en vuelos irregulares y fueron recogidos por miembros del Ejército sin exigirles ningún tipo de 
control. El Ejército colombiano facilitó el transporte de los paramilitares hasta la localidad de Mapiripán. 

	 El 15 de julio de 1997, más de cien hombres armados rodearon Mapiripán por vía terrestre y fluvial. Al llegar a Mapiripán, los paramilitares tomaron 
control del pueblo, comunicaciones y oficinas públicas, y procedieron a intimidar a sus habitantes. Un grupo fue torturado y asesinado. 

	 La fuerza pública llegó a Mapiripán el 22 de julio de 1997, después de concluida la masacre y con posterioridad a la llegada de los medios de 
comunicación, cuando los paramilitares ya habían destruido gran parte de la evidencia física. A pesar de los recursos interpuestos, no se realizaron 
mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.
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con especial fuerza a mujeres, quienes son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población 
desplazadas, niñas y niños, jóvenes y personas de la tercera edad. La crisis del desplazamiento interno provoca 
a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos de desplazados internos se convierten en un nuevo foco 
o recurso de reclutamiento para los propios grupos paramilitares, de narcotráfico y de la guerrilla. El retorno 
de los desplazados a sus hogares carece, en muchos casos, de las condiciones necesarias de seguridad y de 
dignidad para ellos y, dentro de los efectos nocivos de los reasentamientos que provoca el desplazamiento 
forzado interno, además de graves repercusiones psicológicas en ellos, se han destacado (i) la pérdida de la 
tierra y de la vivienda, (ii) la marginación, (iii) la pérdida del hogar, (iv) el desempleo, (v) el deterioro de las 
condiciones de vida, (vi) el incremento de las enfermedades y de la mortalidad, (vii) la pérdida del acceso a 
la propiedad entre comuneros, (viii) la inseguridad alimentaria, y (ix) la desarticulación social, así como el 
empobrecimiento y el deterioro acelerado de las condiciones de vida […]. 

177.	 En razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos humanos 
que afecta o pone en riesgo, y en atención a dichas circunstancias de especial debilidad, vulnerabilidad e 
indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados como sujetos de derechos humanos, su 
situación puede ser entendida como una condición individual de facto de desprotección respecto del resto de 
personas que se encuentren en situaciones semejantes. Esta condición de vulnerabilidad tiene una dimensión 
social, que se presenta en el contexto histórico específico del conflicto armado interno en Colombia, y conduce 
al establecimiento de diferencias en el acceso de los desplazados a los recursos públicos administrados por el 
Estado. Dicha condición es reproducida por prejuicios culturales que dificultan la integración de los desplazados 
a la sociedad y pueden llevar a la impunidad de las violaciones de derechos humanos cometidas en su contra.

178.	 En relación con esa situación de desigualdad, es pertinente recordar que existe un vínculo indisoluble entre 
las obligaciones erga omnes de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no 
discriminación, el cual posee carácter de jus cogens y es fundamental para la salvaguardia de los derechos 
humanos tanto en el derecho internacional como en el interno e impregna toda actuación del poder del Estado, 
en cualquiera de sus manifestaciones. En cumplimiento de dichas obligaciones, los Estados deben abstenerse 
de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de 
discriminación de jure o de facto, así como a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones 
discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica el 
deber especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, 
bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias.

179.	 En los términos de la Convención Americana, la situación diferenciada en que se encuentran los desplazados 
obliga a los Estados a otorgar un trato preferente a su favor y a adoptar medidas de carácter positivo para revertir 
los efectos de su referida condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis actuaciones y 
prácticas de terceros particulares.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006

210.	 En razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos humanos 
que afecta o pone en riesgo, y en atención a las circunstancias de especial vulnerabilidad e indefensión en que 
generalmente se encuentran los desplazados, su situación puede ser entendida como una condición de facto de 
desprotección.  En los términos de la Convención Americana, dicha situación obliga a los Estados a otorgar 
un trato preferente a su favor y a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su referida 
condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis actuaciones y prácticas de terceros 
particulares. En el mismo sentido: Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010, párr.141; Caso Masacres de Río Negro 
vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012, párr.174; Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica 
(Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 20138, párr.315.

8	 Los hechos del caso tuvieron lugar durante la segunda mitad de los años 90’, en el Urabá Chocoano y se enmarcan en un contexto en el cual la presencia 
de los grupos armados ilegales y la situación de violencia en la región por parte de “bloques” o “grupos” paramilitares y guerrilleros se había ido 
extendiendo y agudizando. Conforme a lo expuesto, la población afrocolombiana de la región tuvo que soportar en su territorio la presencia de diversos 
grupos armados al margen de la ley, acompañada de amenazas, asesinatos y desapariciones, que originaron su desplazamiento forzado a gran escala, en 
particular durante la segunda mitad de los años 90’. En lo que se refiere a los hechos del caso, los mismos tuvieron lugar en el marco de una operación 
militar llamada “Génesis” que se llevó a cabo entre el 24 y el 27 de febrero de 1997 en el área general del Río Salaquí y Río Truandó para capturar y/o 
destruir integrantes del grupo guerrillero de las FARC. Asimismo, simultáneamente a la operación “Génesis”, grupos paramilitares de las Autodefensas 
Unidas de Córdoba y Urabá (ACCU), en el desarrollo de la llamada “operación Cacarica”, emprendieron un avance de norte a sur desde el Parque 
Nacional de los Katios a lo largo del río Cacarica, pasando por Bijao y otras comunidades ubicadas en la ribera de ese río, para finalmente llegar a las 
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212.	 La vulnerabilidad acentuada de los desplazados es reforzada por su proveniencia rural y, en general, afecta 
con especial fuerza a mujeres, quienes son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población 
desplazada. La crisis del desplazamiento interno provoca a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos 
de desplazados internos se convierten en un nuevo foco o recurso de reclutamiento para los propios grupos 
paramilitares, de narcotráfico y de la guerrilla.

213.	 Asimismo, dentro de los efectos nocivos que provoca el desplazamiento forzado interno, se han destacado 
la pérdida de la tierra y de la vivienda, la marginación, graves repercusiones psicológicas, el desempleo, el 
empobrecimiento y el deterioro de las condiciones de vida, el incremento de las enfermedades y de la mortalidad, 
la pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, la inseguridad alimentaria y la desarticulación social.  

1.5	 Dificultad en la identificación de las víctimas en los casos de desplazamiento  forzado y la 
necesidad de considerar las particularidades del caso  para dicho proceso

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013

39.	 La Corte recuerda que, de conformidad con el artículo 35.1 del Reglamento, el informe al que se refiere el artículo 
50 de la Convención debe contener “todos los hechos supuestamente violatorios, inclusive la identificación 
de las presuntas víctimas”. En este sentido, corresponde a la Comisión y no a este Tribunal, identificar con 
precisión y en la debida oportunidad procesal a las presuntas víctimas en un caso ante la Corte. Sin embargo, el 
Tribunal recuerda que, de conformidad con el artículo 35.2 del Reglamento, “[c]uando se justificare que no fue 
posible identificar [en el sometimiento del caso] a alguna o algunas presuntas víctimas de los hechos del caso 
por tratarse de casos de violaciones masivas o colectivas, el Tribunal decidirá en su oportunidad si las considera 
víctimas”.

40.	 Según fue constatado en este caso, los listados presentados por la Comisión y por los representantes efectivamente 
difieren en cuanto a que los segundos incluyen a más personas […]. Del mismo modo, es relevante recordar que 
durante este proceso la Comisión se refirió reiteradamente a las complejidades y dificultades para identificar 
plenamente a todas las presuntas víctimas, en las circunstancias propias del caso, y a la consecuente necesidad 
de adoptar criterios flexibles que atiendan a las particularidades del caso. Ese criterio fue compartido por los 
representantes. Además, como fuera señalado por los mismos representantes, sin que haya sido controvertido, 
las peculiaridades del contexto y las dificultades de acceso al territorio fueron reconocidas por el mismo Estado 
cuando éste hizo referencia a los motivos por los cuales no se había investigado de manera adecuada los hechos 
del desplazamiento forzado.

41.	 En aplicación del artículo 35.2 del Reglamento, para que una persona pueda ser considerada víctima y se 
acoja a una reparación, tiene que estar razonablemente identificada. Sin embargo, según consta en los escritos 
principales, el caso se refiere a hechos que involucraron a varios centenares de personas que habrían sido 
forzadas a desplazarse hacia distintos destinos, que habrían ocurrido hace unos 15 años, en una zona de difícil 
acceso y con presencia de grupos armados al margen de la ley. El Tribunal recuerda que no es su propósito 
“trabar con formalismos el desarrollo del proceso sino, por el contrario, acercar la definición que se dé en la 
Sentencia a la exigencia de justicia”9. 

42.	 Por ello, teniendo en cuenta la magnitud y naturaleza de los hechos del caso, así como el tiempo transcurrido, 
el Tribunal estima razonable que sea complejo identificar e individualizar a cada una de las presuntas víctimas 
más aún cuando se trata de poblaciones desplazadas, en situación de vulnerabilidad, difícilmente localizables. 
Es por ello que considera razonable que el listado inicial de presuntas víctimas presentado por la Comisión 
pueda haber variado en el transcurso del trámite del presente caso, por lo cual, en aplicación del artículo 35.2 del 
Reglamento, la Corte tomará en cuenta el listado presentado por los representantes en su escrito de solicitudes 
y argumentos. 

riberas de los ríos Salaquí y Truandó, donde desarrollaron operaciones conjuntas con el Ejército. En el marco de la “Operación Cacarica”, los paramilitares 
ejecutaron a Marino López en Bijao y desmembraron su cuerpo.

	 Posteriormente a esos hechos, varios centenares de pobladores de la cuenca del río Cacarica se vieron forzados a desplazarse a Turbo, Bocas de Atrato y 
Panamá, donde permanecieron en diferentes asentamientos por varios períodos durante los cuatro años posteriores. En Turbo las condiciones de vida 
de los desplazados se caracterizaron por falta de atención por parte del gobierno, hacinamiento, malas condiciones y falta de privacidad. Posteriormente, 
muchas de las personas desplazadas retornaron a otras comunidades de paz en territorios del Cacarica. Además, con posterioridad a los hechos de 
febrero de 1997, los desplazados siguieron siendo objeto de actos de hostigamiento, amenazas y violencia por parte de grupos paramilitares.

9	 Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie 
C No. 250, párr. 34 [49] (sic); Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de octubre de 2012  Serie C No. 252, párr. 54. 
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1.6	 Obligación del Estado de garantizar el retorno de las personas desplazadas y la participación 
de los y las afectadas en la gestión de dicho retorno

Medidas Provisionales. Asunto Pueblo Indígena Kankuamo respecto de Colombia. Resolución de 5 de julio de 
200410

Considerando 10.   Que la situación que vive el pueblo indígena Kankuamo, según lo descrito por la Comisión, ha 
afectado la libre circulación de sus miembros y los ha obligado a desplazarse a otras regiones, por lo que es necesario 
que el Estado asegure que las personas beneficiadas con las presentes medidas puedan seguir viviendo en su residencia 
habitual y brinde las condiciones necesarias para que las personas desplazadas de dicha comunidad regresen a sus 
hogares.

Punto Resolutivo 3. Requerir al Estado que garantice las condiciones de seguridad necesarias para que se respete el 
derecho a la libre circulación de las personas del pueblo indígena Kankuamo, así como que quienes se hayan visto 
forzadas a desplazarse a otras regiones, puedan regresar a sus hogares si lo desean.

Caso de la Comunidad Moiwana vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de junio de 2005

113.	 Se ha demostrado claramente que los miembros de la comunidad tienen la convicción de que no podrán regresar 
a su territorio ancestral mientras no obtengan justicia por los hechos de 1986.  Andre Ajintoena declaró que 
después del ataque visitó el área junto con otras personas sólo para recolectar información y sacar fotos del 
lugar.  Una vez que el grupo hubo terminado, algunos de sus integrantes se sintieron enfermos; según el señor 
Ajintoena, se dieron cuenta de que “las cosas no estaban bien, no era apropiado, porque de acuerdo con nuestra 
cultura uno no puede regresar al lugar sin haber hecho arreglos”.  Al haber regresado sin “aplicar las reglas 
religiosas [y] culturales” – es decir, realizar los rituales mortuorios necesarios y alcanzar reconciliación con los 
espíritus de quienes fallecieron en el ataque de 1986 […]– el señor Ajintoena y quienes le acompañaban creían 
haber ofendido seriamente a esos espíritus y, como consecuencia, empezaron a sufrir enfermedades físicas y 
psicológicas. Todos los miembros de la comunidad que testificaron ante la Corte expresaron temores similares 
con respecto a espíritus vengadores, y afirmaron que sólo podrían vivir en la aldea de Moiwana nuevamente si 
se purificaran primero sus tierras tradicionales.

Medidas Provisionales. Asunto de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó respecto de Colombia. 
Resolución de 2 de febrero de 200611

Considerando 9.   Que dado que la situación que se vive en la Comunidad de Paz ha obligado a sus pobladores a 
desplazarse a otras regiones del país, es necesario que el Estado asegure que las personas beneficiadas con las presentes 
medidas puedan seguir viviendo en su residencia habitual  y brinde las condiciones necesarias para que las personas 
de dicha Comunidad que se hayan visto forzadas a desplazarse regresen a sus hogares.

Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010

149.	 Al respecto, en coincidencia con la comunidad internacional, este Tribunal reafirma que la obligación de 
garantía para los Estados de proteger los derechos de las personas desplazadas conlleva no sólo el deber de 

10	 El escrito de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 2 de julio de 2004, mediante el cual sometió a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, de acuerdo con los artículos 63.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 25 del Reglamento de la Corte, una solicitud de 
adopción de medidas provisionales a favor de los miembros del pueblo indígena Kankuamo respecto de la República de Colombia, con el propósito de que 
se proteja su vida, su integridad personal, su identidad cultural y su especial relación con el territorio ancestral. De acuerdo con información entregada 
por los peticionarios, la ubicación geográfica del pueblo indígena Kankuamo ha expuesto a sus miembros a constantes actos de violencia y amenazas por 
parte de grupos armados al margen de la ley que operan en la zona. Esto ha generado que los gobernadores y líderes de los cabildos indígenas de la región 
hayan sido víctimas de amenazas, atentados y asesinatos. Asimismo, numerosas familias han debido desplazarse con el fin de proteger su vida, padecen 
el bloqueo de alimentos y los jóvenes indígenas se ven expuestos al reclutamiento forzado por parte de estos grupos armados. Entre los años 1993 y 2003, 
habían sido asesinados por los grupos armados aproximadamente 166 indígenas Kankuamos. De dicha cifra, el número de víctimas a agosto de 2003 era 
de 44. Corte IDH. Asunto Pueblo Indígena Kankuamo respecto Colombia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 05 de julio de 
2004, vistos 1 y 2 letras f y g.

11	 El ecrito de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 3 de octubre de 2000, mediante el cual sometió a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, de acuerdo con los artículos 63.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 25 del Reglamento de la Corte, una solicitud de 
medidas provisionales en favor de los habitantes de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, Departamento de Antioquía, República de Colombia, 
con el fin de que se proteja su vida e integridad personal, en relación con el caso No. 12.325 en trámite ante la Comisión. Que, en dicho escrito, la 
Comisión expresó que los residentes de dicha comunidad “han sido objeto de graves actos de violencia y hostigamiento por parte de grupos paramilitares 
de la zona”, de los que serían también responsables miembros del Ejército de Colombia. En particular, la Comisión comunicó a la Corte que había sido 
informada del “asesinato de 47 de [los] miembros [de la comunidad] en un período de nueve meses”. Corte IDH. Asunto de la Comunidad de Paz de San 
José de Apartadó respecto Colombia. Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 09 de octubre de 2000, vistos 1 y 2.
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adoptar medidas de prevención sino también realizar una investigación efectiva de la supuesta violación de 
estos derechos y proveer las condiciones necesarias para un retorno digno y seguro a su lugar de residencia 
habitual o su reasentamiento voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe garantizar su participación 
plena en la planificación y gestión de su regreso o reintegración. En el mismo sentido: Caso Masacres de el 
Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 
201212, párr.188 y Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica 
(Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2013, párr.220.

Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 201413

167.	 Por otra parte, en coincidencia con la comunidad internacional, la Corte ha reafirmado que la obligación de 
garantía para el Estado de origen de proteger los derechos de las personas desplazadas conlleva no sólo el 
deber de adoptar medidas de prevención sino también proveer las condiciones necesarias para facilitar un 
retorno voluntario, digno y seguro a su lugar de residencia habitual o a su reasentamiento voluntario en otra 
parte del país. Para ello, se debe garantizar su participación plena en la planificación y gestión de su regreso o 
reintegración.

12	 Los hechos del presente caso sucedieron entre el 11 y el 13 de diciembre de 1981 cuando la Fuerza Armada de El Salvador con el apoyo de la Fuerza Aérea 
salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones masivas, colectivas e indiscriminadas de civiles, en el caserío El Mozote, el cantón La Joya, los 
caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en el cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. Estos ataques se dieron en el marco 
de una supuesta operación de contrainsurgencia que formaba parte de una política de “tierra arrasada” planificada y ejecutada por el Estado. 

	 Tras doce años de conflicto armado, el 16 de enero de 1992 se firmó el Acuerdo de Paz que puso fin a las hostilidades entre el Gobierno de El Salvador 
y el FMLN. El 23 de enero de 1992, la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador dictó el Decreto Legislativo Nº 147 denominado “Ley de 
Reconciliación Nacional”. El 20 de marzo de 1993, cinco días después de la presentación del Informe de la Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa 
dictó la denominada “Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz”.

13	 Entre 1962 y 1996 tuvo lugar en Guatemala un conflicto armado interno. Según la Comisión de Esclarecimiento histórico, los intentos de formar 
organizaciones defensoras de derechos humanos tuvieron como resultado la eliminación de sus dirigentes, y durante los años ochenta, la aparición de 
nuevos grupos sólo incrementó la acción represiva por parte del Estado. El año 1994, en el marco de los acuerdos suscritos entre el Gobierno y la Unidad 
Revolucionaria Nacional Guatamalteca (URNG) para alcanzar una solución negociada al conflicto, se firmó el Acuerdo Global sobre Derechos Humanos 
que reconocía la importancia de las instituciones y entidades nacionales de promoción y protección de los derechos humanos, y la conveniencia de su 
fortalecimiento y consolidación. 

	 A pesar de ello, durante los años siguientes, volvieron a producirse numerosos actos de hostigamiento y agresión en contra de defensores y defensoras 
de derechos humanos. Es más, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el año 2004, señaló que la cantidad de actos de agresiones en contra 
de ellos había aumentado y formaba parte de un patrón de intimidación hacia los defensores de derechos humanos que tenía como objetivo impedir 
la actuación efectiva del Poder Judicial de dicho país en la investigación y juzgamiento de los crímenes cometidos durante el conflicto armado interno, 
asegurando la impunidad.

	 El señor A.A., nacido en 1930, promotor de los derechos humanos, tenía cinco hijos (entre los cuales estaba Y.A. y B.A), y cinco nietos. El año 1983 el hijo 
de A.A., Y.A., fue desaparecido en la Ciudad de Guatemala por agentes estatales, hecho establecido en la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos emitida en el caso Gudiel Álvarez (Diario Militar) vs. Guatemala. La familia de A.A. en ese entonces, fue considerada como subversiva, y por 
lo tanto se vieron forzados a trasladarse dentro de Guatemala, a México y a Estados Unidos entre los años 1983 y 1987 aproximadamente. 

	 El año 1997, retorna A.A. a Guatemala, retomando su liderazgo en la Aldea Cruce de la Esperanza en la cual participó en la fundación de la Asociación 
Integral de Personas con Discapacidad de Occidente y Sur de Guatemala (AIDOS), promovió la construcción de la Escuela de Autogestión Comunitaria 
de la Aldea Cruce de la Esperanza, siendo posteriormente el Presidente de su Comité Educativo COEDUCA; y, se desempeñó como Vicepresidente del 
Comité de Prevención a la Minusvalía Escolar, creado en 2001 y conformado por vecinos del municipio de Santa Lucía. El año 2002, el señor A.A. fue 
nombrado como “Héroe Anónimo” por el Sistema de las Naciones Unidas en Guatemala, por su compromiso con la construcción de la paz y el desarrollo 
de su comunidad, particularmente por la participación en la construcción de viviendas. El año 2004, es escogido como Alcalde Comunitario del Consejo 
Comunitario de Desarrollo de la Aldea Cruce Esperanza. 

	 El 20 de diciembre del mismo año, época en la cual se encontraba con su familia exigiendo justicia por la desaparición de su hijo Y.A., es asesinado. Su 
cuerpo es encontrado con tres impactos de proyectil de arma de fuego. Con posterioridad a la muerte, se solicitan medidas de seguridad para la señora 
B.A y su familia, debido a la existencia de amenazas de muerte que ha recibido la familia y el reciente asesinato de su padre, sin que se haya llevado a 
cabo medida alguna por la Policía Nacional Civil. No así por la Policía Municipal, durante los nueve días de rezo siguientes a la muerte. Posteriormente 
a eso tanto B.A con sus hijos (20 y 14 años), como E.A con sus hijos (12 y 7 años) se trasladan fuera de la ciudad, retornando B.A en el año 2006, a partir 
del cual continúa con sus labores de promoción de derechos humanos y la mujer. En 2005 B.A. presentó una denuncia ante el Ministerio Público por 
hostigamientos, la cual es desestimado el 28 de febrero del 2008.

	 Debido a la muerte de A.A., se inicia una investigación penal por la Fiscalía de Santa Lucía de Cotzumalguapa, siendo remitido el caso en marzo del 2005 
a la Fiscalía Especial de Derechos Humanos. Durante el procedimiento ante la Corte, el Estado sostuvo que la investigación seguía abierta. 
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